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Accionante: Luz Leslie Vega Vega

Accionado: Dirección General de Sanidad Militar y otros

Decisión: Declara carencia de objeto


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA SALUD / SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL / IMPUGNACIÓN FALLO DE TUTELA / LEGITIMACIÓN PARA HACERLO / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO.
… debe decirse que la exigencia necesaria para que alguna de las partes involucradas en un proceso interponga un recurso, es precisamente que el recurrente tenga un interés jurídico que lo legitime para ello; su significancia está relacionada con el hecho de que quien promueve la alzada haya visto perjudicadas sus aspiraciones procesales con la decisión apelada, o que con la misma sufra algún tipo de agravio, de tal suerte que no esté llamado a prosperar el reclamo formulado por parte del Comandante del Batallón de Artillería Nro. 8 “Batalla de San Mateo”. (…)
… esta Sala de Decisión considera que no es necesario entrar a efectuar elucubraciones con respecto a los demás planteamientos de disenso formulados por la Dirección de Sanidad con respecto a la realización de la prueba médica… por cuanto obra constancia en el expediente… que en ejercicio de sus funciones autorizó que se le realizara a la señora Luz Leslie Vega Vega dicha “prueba de estimulación espinal…”, información que posteriormente fue corroborada por… la titular de los derechos, persona que informó que ya se le había realizado el procedimiento correspondiente…
En situaciones como la ahora presentada, ha reiterado la Corte Constitucional que surge el fenómeno jurídico del hecho superado, cuando así sea en forma tardía y antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado…
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Pereira, veintiocho (28) de septiembre de dos mil veinte (2020)

Hora: 4:00 p.m.
Aprobado mediante Acta # 713
	Radicación: 
	66-001-31-09-002-2020-00050-01

	Procedencia: 
	Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira  

	Accionante: 
	Luz Leslie Vega Vega

	Accionado: 
	Dirección General de Sanidad Militar y otros

	Decisión: 
	Declara carencia de objeto 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte de la DIRECCCIÓN GENERAL DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL y el COMANDANTE DEL BATALLÓN DE ARTILLERÍA NRO.  BATALLA DE SAN MATEO, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira el 14 de agosto del año que transcurre, mediante el cual fueron amparados los derechos a la salud y a la vida en condiciones dignas de la señora LUZ LESLIE VEGA VEGA. 
ANTECEDENTES:

Refirió la accionante que es una mujer de 55 años de edad, diagnosticada con “Síndrome de espalda fallida, con antecedentes personales cirugía descompresiva del canal lumbar por hernia discal, lumbar L5S1 izquierdo realizada en el año 2001 y operada nuevamente en el 2002, por hernia residual y persistencia de los síntomas radiculares. Paciente que presenta discopatía degenerativa, Espondiloartrosis Lumbar, Laminectomía izquierda L5S1, estenosis foraminal izquierda de L5S1, Discopatía Degenerativa Lumbar Múltiple L3, L4, L4-L5 y mayor en L5-S1 con pinzamiento posterior, y Retrolistesis L5-S1, cambios modic mínimos L5-S1”. 
El día 10 de junio de 2020, el médico especialista en Neurocirugía le ordenó una “PRUEBA DE ESTIMULACIÓN ESPINAL DE CORDONES POSTERIORES CON DOS ELECTRODOS UNO A NVEL CERVICAL Y OTRO A NIVEL LUMBAR”, indicándole que si la misma salía positiva, se debería solicitar la implantación definitiva de estimulación espinal y continuar con controles en la Clínica del Dolor. 

Indicó la señora Vega que procedió a radicar la orden para la prueba, y habiendo transcurrido 40 días desde entonces, recibió como respuesta por parte de la EPS de Sanidad Militar, no la autorización, sino una nueva cita con la especialidad de Neurocirugía para recibir un segundo concepto por parte del Hospital Militar Central de Bogotá. 

La accionante no está de acuerdo con la posición asumida por su EPS, por cuanto la prueba ordenada por su médico tratante es prioritaria, además, someterla a una consulta por primera vez y en una ciudad distinta, lesiona sus derechos fundamentales a la seguridad social, salud y vida, especialmente porque debido a sus patologías no le es posible realizar un recorrido terrestre de larga duración. 
PRETENSIONES: 
Acorde con los hechos narrados en precedencia, la accionante pidió la protección de los derechos fundamentales invocados, y como consecuencia de ello, se le ordene a la EPS SANIDAD MILITAR, que de manera inmediata autorice y programe el procedimiento: “PRUEBA DE ESTIMULACIÓN ESPINAL DE CORDONES POSTERIORES CON DOS ELECTRODOS UNO A NIVEL CERVICAL Y OTRO A NIVEL LUMBAR” en la ciudad de Pereira; y además, se le suministre un tratamiento integral en salud que incluya todos los medicamentos, tratamientos, exámenes especializados, procedimientos quirúrgicos, y general todo servicio médico que requiera para sus patologías.
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:

El Despacho de conocimiento admitió la acción mediante auto del 4 de agosto de 2020, por medio del cual ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la Dirección General de Sanidad Militar y el Dispensario del Batallón de Artillería Nro. 8 San Mateo; además, ordenó la vinculación oficiosa del Comando General de las Fuerzas Militares de Colombia, Ejercito Nacional de Colombia y Dirección de Sanidad del Ejército Nacional.
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante fallo del 14 de agosto de 2020, tutelar los derechos fundamentales a la salud y vida en condiciones dignas del accionante, por lo que dispuso en la parte resolutiva de dicho proveído, entre otras cosas:
“PRIMERO: Tutelar los derechos fundamentales a la salud y la vida en condiciones dignas de la señora Luz Leslie Vega Vega, identificada con la cédula de ciudadanía 31.407.749. 

SEGUNDO: Ordenar a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional y al Establecimiento de Sanidad Militar 3029 (ESM BASAM3029) Batallón de Artillería Nro. 8 “Batalla de San Mateo” que, en el término perentorio e improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir de la notificación de esta decisión, le autorice y le preste de manera efectiva a la accionante el servicio de salud que le fue ordenado el 10 de junio de 2020 por parte de la Junta Médica Especializada realizada en esa fecha, esto es, prueba de estimulación espinal de cordones posteriores con 2 electrodos, uno a nivel cervical y otro a nivel lumbar. 
TERCERO: Disponer que la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional y al Establecimiento de Sanidad Militar 3029 (ESM BASAM3029) Batallón de Artillería Nro. 8 “Batalla de San Mateo” le brinde a la accionante una cobertura integral para las patologías que dieron origen a la presente acción, esto es, M519 trastornos de los discos intervertebrales, no especificado, M472 otras espondilosis con radiculopatia y M961 síndrome postlaminectomia, no clasificado en otra parte, por lo que en consecuencia deberá autorizar todos los exámenes de diagnóstico, medicamentos, procedimientos, citas con especialistas, cirugías, tratamientos, hospitalizaciones, insumos y demás servicios que sean requeridos para su completa recuperación, que los médicos tratantes adscritos a su red prestadora de servicios ordenen, con independencia que se encuentren o no incluidos en el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial a su cargo. 

CUARTO: Negar el amparo deprecado frente a la Dirección General de Sanidad Militar, por lo arriba expuesto. 

QUINTO: Desvincular del presente trámite al Comando General de las Fuerzas Militares de Colombia y al Ejército Nacional de Colombia, por lo arriba expuesto.”
La Juez A Quo concluyó que era necesario que la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional y el Establecimiento de Sanidad Militar 3029 del Batallón de Artillería Nro. 8 Batalla de San Mateo, realizaran la prueba de estimulación espinal de cordones posteriores, porque así lo determinó la Junta Médica Especializada realizada el 10 de junio de 2020, en el Instituto de Epilepsia y Parkinson del Eje Cafetero S.A, que fue el lugar a donde la Dirección de Sanidad remitió a la accionante para que fuera atendida. 
Por otro lado, justificó la necesidad de ordenar el suministro de un tratamiento integral a la accionante, por encontrar acreditado que aquella presenta los diagnósticos de “M519 trastornos de los discos intervertebrales, no especificado, M472 otras espondilosis con radiculopatia y M961 síndrome postlaminectomia, no clasificado en otra parte”, lo que deja entrever la necesidad de garantizarle continuidad en la prestación del servicio, evitando además que deba acudir a la acción de tutela por cada nuevo servicio prescrito. 
La decisión fue objeto de impugnación por parte de la del Dirección General de Sanidad del Ejército Nacional y el Comandante del Batallón de Artillería Nro. Batalla de San Mateo
FUNDAMENTO DE LAS IMPUGNACIONES:

1. El Coronel Anstrongh Polania Ducuara, Oficial de Gestión Jurídica de la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, manifestó inicialmente que las autorizaciones, remisiones y suministro de los insumos para el tratamiento del diagnóstico presentado por la paciente, deben ser realizadas por el Establecimiento de Sanidad Militar del Batallón de Artillería No. 8 “San Mateo” de Pereira, que se encuentra a cargo de la atención médica de ella.
Posteriormente, refiriéndose de manera concreta a la autorización de la prueba de estimulación espinal de cordones posteriores con dos electrodos uno a nivel cervical y otro a nivel Lumbar, que según lo argumentado, constituye el Quid de su inconformidad, señaló que este año no se ha firmado contrato con el Instituto de Epilepsia y Parkinson del eje cafetero, lo que explica el hecho que el Establecimiento de Sanidad de Pereira no haya autorizado la prueba. Desde ese punto de vista, aseguró, es necesario el requerimiento de un segundo concepto médico por parte de los Neurocirujanos del Hospital Militar Central, máxime cuando la prueba solicitada no se encuentra en el Acuerdo 002 de 2001, por el cual se establece el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial, acorde con lo cual, deberá ser sometida a la aprobación ante el Comité Técnico Científico.
Aclaró que para el régimen de excepción del Sistema de Salud de las Fuerzas Militares, no aplican las Resoluciones 1328 de 2016 y 1391 de 2016 del Ministerio de Salud en relación con los Comités Técnicos Científicos, pues, en suma, no tienen facultad de recobro ante el Fosyga. 
2. El Teniente Coronel Carlos Mauricio Peña Jiménez, Comandante del Batallón San Mateo, básicamente expuso que nunca se le corrió traslado del escrito de tutela, ni conoció de la misma hasta que se le notificó el contenido del fallo, con lo que según él, se quebrantó su derecho al debido proceso y se incurrió en una causal de nulidad. 
Aclaró que dentro del Batallón se encuentra el Dispensario Médico 3029, Gaula Militar y Distrito 22, cada uno con su Director o Comandante a Cargo, siendo el primero de ellos quien se encarga de los temas de salud, mientras que ese Comando se encarga de expedir órdenes de operaciones en el Departamento, por lo que no tiene ningún tipo de competencia para disponer la cobertura integral en salud que se ordenó en favor de la señora Luz Leslie. En suma, la prestación del servicio de salud le corresponde a la Dirección General de Sanidad y sus Establecimientos de Sanidad Militar. 
Acorde con lo anterior, pidió ser desvinculado de este asunto. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y Decreto 1983 de 2017.

2. Problema jurídico: 

Le corresponde determinar a esta Sala de decisión si la decisión de primer nivel estuvo ajustada a derecho, de manera que merezca la ratificación de lo allí resuelto y las órdenes impartidas, o si hay lugar a modificarla, revocarla o anularla, de conformidad con los argumentos expuestos por los recurrentes en sus respectivas impugnaciones. 
3. Solución: 

Como primera medida, la Colegiatura habrá de pronunciarse frente a la tesis de disenso formulada por el Comandante del Batallón de Artillería Nro. 8 “Batalla de San Mateo”, quien propuso en este asunto una causal de nulidad, toda vez que según él, nunca se le notificó el auto admisorio y el traslado de la acción.  

Frente a dichos reclamos, debe decirse a partir de ahora que no le asiste la razón a dicho apelante, quien a pesar de ser la cabeza visible del Batallón por su calidad de Comandante, reconoció que hay una división de funciones entre esa Oficina y la dependencia de Sanidad de dicha Unidad Táctica, representada en el Dispensario Médico 3029; si nos atenemos a ello, podemos concluir que el Comandante del Batallón, que como bien indicó, se encarga de dirigir labores operacionales que no tienen nada que ver con temas de salud, en ningún momento fungió como sujeto procesal pasivo de esta acción tutelar, dado que la Juez falladora, desde el auto admisorio y en todo momento procesal, incluso en el proferimiento del fallo, se dirigió al Establecimiento de Sanidad Militar 3029 (ESM BASAM3029) del Batallón de Artillería Nro. 8 “Batalla de San Mateo”.
En concordancia con lo anterior, debe decirse que la exigencia necesaria para que alguna de las partes involucradas en un proceso interponga un recurso, es precisamente que el recurrente tenga un interés jurídico que lo legitime para ello; su significancia está relacionada con el hecho de que quien promueve la alzada haya visto perjudicadas sus aspiraciones procesales con la decisión apelada, o que con la misma sufra algún tipo de agravio, de tal suerte que no esté llamado a prosperar el reclamo formulado por parte del Comandante del Batallón de Artillería Nro. 8 “Batalla de San Mateo”. 

Para ofrecer claridad sobre el principio de interés jurídico, resulta de utilidad traer a colación lo que la Corte, en Sala de Casación Penal, ha dicho al respecto, en los siguientes términos: 

“El sujeto procesal, parte o interviniente, solamente puede interponer el medio de gravamen (con el correlativo derecho a que se estudie el fondo de su propuesta) en cuanto la decisión cuestionada, o la parte pertinente de ella, le hubiere causado un daño, un agravio, un perjuicio, pero medido este de manera real, material, efectiva, siempre de cara a los intereses que representa.”

Teniendo en cuenta lo dicho hasta ahora, no es necesario entrar a hacer un estudio más profundo del presente asunto, el cual, como ya se dijo, más bien parece ser originado por un error de interpretación en que incurrió el impugnante, que innecesariamente lo llevó a promover el recurso de impugnación en contra de una decisión que de manera alguna le afectaba ni le incumbía, lo que se traduce en una ausencia de interés jurídico, en virtud de lo cual, la Sala se abstendrá de pronunciarse frente a sus argumentos de disenso.

Pero, a pesar de lo anterior, se le concederá la posibilidad de interponer en contra de esta decisión el recurso de reposición.

En segundo lugar, nos enfrentamos a los reproches formulados por la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, quien se dedicó a exponer una serie de argumentos según los cuales no era procedente practicarle a la señora Luz Leslie Vega Vega el procedimiento ordenado por su médico tratante, denominado “prueba de estimulación espinal de cordones posteriores con 2 electrodos, uno a nivel cervical y otro a nivel lumbar”, el que además de ser competencia exclusiva del Establecimiento de Sanidad de Pereira, como así se interpreta el contexto de su escrito, debía ser sometido a un comité técnico científico o a un segundo concepto médico.  
Para resolver dicha proposición, debemos tener presente que los artículos 1º, 11 y 14 de la Ley 352 de 1997 aluden que la Dirección General de Sanidad del Ejército Nacional hace parte del subsistema de salud de las Fuerzas Militares, y si bien el servicio de salud es prestado de manera directa por los respectivos Establecimientos de Sanidad de cada Unidad Militar, lo cierto es que esa Dirección funge como la máxima autoridad en materia de sanidad de los afiliados y beneficiarios activos del servicio. 
“ARTÍCULO 1o. COMPOSICIÓN DEL SISTEMA. El Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, SSMP, está constituido por el Ministerio de Defensa Nacional, el Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, el Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, el Subsistema de Salud de la Policía Nacional y los afiliados y beneficiarios del Sistema. El Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares lo constituyen el Comando General de las Fuerzas Militares, la Dirección General de Sanidad Militar, el Ejército Nacional, la Armada Nacional, la Fuerza Aérea y el Hospital Militar Central. El Subsistema de Salud de la Policía Nacional lo constituyen la Policía Nacional y la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional.”
“ARTÍCULO 11. DIRECCIONES DE SANIDAD EJÉRCITO, ARMADA Y FUERZA AÉREA. Las Direcciones de Sanidad de cada una de las Fuerzas creadas por normas internas de las mismas Fuerzas Militares, ejercerán bajo la orientación y control de la Dirección General de Sanidad Militar las funciones asignadas a ésta en relación con cada una de sus respectivas Fuerzas.”
“ARTÍCULO 14. FUNCIONES ASIGNADAS A LAS FUERZAS MILITARES. El Ejército Nacional, la Armada Nacional y la Fuerza Aérea serán las encargadas de prestar los servicios de salud en todos los niveles de atención a los afiliados y beneficiarios del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, a través de las unidades propias de cada una de las Fuerzas Militares o mediante la contratación de instituciones prestadoras de servicios de salud y profesionales habilitados, de conformidad con los planes, políticas, parámetros y lineamientos establecidos por el CSSMP.

PARÁGRAFO. En los establecimientos de sanidad militar se prestará el servicio de salud asistencial a todos los afiliados y beneficiarios del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares contemplados en los artículos 19 y 20 de la presente Ley, en los términos y condiciones que determine el Comité de Salud de las Fuerzas Militares.”
Ahora bien, esta Sala de Decisión considera que no es necesario entrar a efectuar elucubraciones con respecto a los demás planteamientos de disenso formulados por la Dirección de Sanidad con respecto a la realización de la prueba médica que en principio motivó a la accionante a acudir a la presente acción, por cuanto obra constancia en el expediente, signada por la Capitán Yolanda Peña Escobar, Directora del Establecimiento de Sanidad Militar ESM BASAM del Batallón de Pereira, quien puso en conocimiento que en ejercicio de sus funciones autorizó que se le realizara a la señora Luz Leslie Vega Vega dicha “prueba de estimulación espinal de cordones posteriores con 2 electrodos, uno a nivel cervical y otro a nivel lumbar”, información que posteriormente fue corroborada por la Auxiliar Judicial del Despacho sustanciador, quien se comunicó por vía telefónica con la titular de los derechos, persona que informó que ya se le había realizado el procedimiento correspondiente.  En ese sentido, se sobreentiende que ha surgido una circunstancia nueva que resulta ser suficiente para que la Colegiatura se abstenga de hacer un análisis mayor al respecto, toda vez que la misma trae como resultado una carencia de objeto por sustracción de materia – hecho superado. 
Tal acontecer, sin duda alguna, torna en innecesario cualquier pronunciamiento adicional en esta instancia frente a los planteamientos de la parte accionante, pues ha quedado cerrado el escenario de debate, porque ante la variación fáctica en que hoy nos encontramos, queda desierta en la actualidad la presencia de cualquier problema jurídico que debiera esta Corporación resolver.

En situaciones como la ahora presentada, ha reiterado la Corte Constitucional que surge el fenómeno jurídico del hecho superado, cuando así sea en forma tardía y antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado:

“53. La jurisprudencia constitucional ha identificado tres hipótesis en las cuales se configura el fenómeno de la carencia actual de objeto, a saber: (i) cuando existe un hecho superado, (ii) cuando se presenta un daño consumado y, (iii) cuando acaece una situación sobreviniente
54. Primero, la carencia actual de objeto por hecho superado tiene lugar cuando, entre la interposición de la acción de tutela y la decisión del juez constitucional, desaparece la afectación al derecho fundamental alegado y se satisfacen las pretensiones del accionante, debido a “una conducta desplegada por el agente transgresor”. En otras palabras, se configura la carencia actual de objeto cuando “se satisface por completo la pretensión contenida en la acción de tutela, es decir, que por razones ajenas a la intervención del juez constitucional, desaparece la causa que originó la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales del peticionario”.

55. Cuando se encuentra demostrada esta situación, el juez de tutela no se encuentra obligado a proferir un pronunciamiento de fondo. Sin embargo, de considerarlo necesario, puede realizar observaciones sobre los hechos que dieron lugar a la interposición de la acción de tutela, bien sea para condenar su ocurrencia, advertir sobre su falta de conformidad constitucional o conminar al accionado para evitar su repetición. Ahora bien, la Corte ha advertido que “lo que sí resulta ineludible en estos casos, es que en la sentencia […] se demuestre el hecho superado”.

56. La Corte ha señalado tres criterios para determinar si en un caso concreto operó o no el fenómeno de la carencia actual de objeto por hecho superado: (i) que con anterioridad a la acción de tutela exista una vulneración o amenaza a un derecho fundamental del accionante, cuya protección sea posteriormente solicitada; (ii) que durante el trámite de la acción de tutela haya cesado la vulneración o amenaza del derecho, y; (iii) si la acción pretende el suministro de una prestación y, “dentro del trámite de dicha acción se satisface ésta, también se puede considerar que existe un hecho superado”.

Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que las causas que dieron origen a la acción de tutela han desaparecido durante el trámite de esta, lo cual indica que no se hace necesario realizar ningún tipo de estudio adicional respecto a la situación planteada en el escrito de tutela, configurándose con ello el fenómeno del hecho superado frente a lo pedido por la parte accionante.

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE: 

PRIMERO: CONFIRMAR Y DECLARAR LA CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO, en aquello que fuera objeto de disenso en la acción de tutela promovida por parte de la señora LUZ LESLIE VEGA VEGA, acorde con los motivos expuestos en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: ABSTENERSE DE RESOLVER EL RECURSO INTERPUESTO POR EL COMANDANTE DEL BATALLÓN DE ARTILLERÍA NRO.  BATALLA DE SAN MATEO, por las razones expuestas en la parte motiva. 
TERCERO: EN CONTRA DE LO DISPUESTO EN EL NUMERAL ANTERIOR, EL COMANDANTE DEL BATALLÓN DE ARTILLERÍA NRO.  BATALLA DE SAN MATEO queda facultado para promover recurso de reposición. 
CUARTO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada
� Corte Constitucional, Sentencia T-107 de 2018
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